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Uno de los objetivos principales de un estudio de una actividad en particular 
cuando se analiza su concepción jurídica, es saber si este es o no viable, si es 
o no rentable, si es o no legal, sin embargo, existen temáticas que pese a que 
se generan en un amplio sector de nuestro país, contiene poco objeto de 
estudio y sobre todo no es tan discutido en las altas cortes, lo que conlleva que 
en la práctica se generen pocas garantías para quienes lo ejercen. En este 
acápite nos referimos a las consecuencias que se pueden generan a partir de 
un acto administrativo como lo es la licitación de los contratos de concesión que 
refieren a la explotación del monopolio rentístico en nuestro país y de juegos de 
azar, a nivel laboral para quienes en últimas son los que ponen en marcha 
dicho sistema. 
 
En este sentido, aun cuando el monopolio rentístico de explotación de las 
apuestas y juegos de azar le corresponde directamente al Estado, existe la 
posibilidad que el mismo por intermedio de la figura legal de la concesión 
(regulada de manera excepcional para este sector), pueda ser explotada por 
particulares que con el lleno de determinados requisitos puedan poner en 
marcha, con la vigilancia de un intervencionista estatal, todo el engranaje de 
dicha explotación. 
 
Sin embargo, en medio de todo el otorgamiento que se genera para que esta 
actividad se lleve a cabo, entran a conjugarse el actuar de distintos sectores 
entre los que encontramos los “colocadores de apuestas” que se encuentran a 
 





su vez establecidos en el artículo 97 (Código Sustantivo del Trabajo 
Colombiano)1. 
Estos trabajadores al tener una cierta “independencia” concebida por la libertad 
de tiempo para realizar lo que se llama venta de “chance” y con porcentajes que 
generan sus ingresos de manera proporcional a lo que cada uno genere en las 
ventas, pueden tener dos tipos de vinculación a los que podremos llamar una 
directa  y otra indirecta a cada una de dichas empresas. Los de directa 
vinculación son aquellos a los que se les asegura el pago de sus prestaciones 
sociales sin tener en cuenta el porcentaje de producción y los vinculados de 
manera indirecta que no tienen asegurado dicho pago por cuanto las 
condiciones de trabajo son especiales y autorizados por las normas laborales. 
 
Es allí donde esta investigación centra su objeto de estudio y además en el 
análisis de las consecuencias, o destino que tienen esos colocadores de 
apuestas cuando las concesiones no son aprobadas, cuando no son 
prorrogadas, o en el peor de los casos, cuando las empresas directamente 
responsables de la explotación del monopolio rentístico de las apuestas o 
juegos de azar son liquidadas, se encuentran (estos trabajadores colocadores 
de apuestas) abocados y sin normatividad que los obligue y a que los efectos 
sean el no tener garantías para que se les asegure el pago de indemnización o 
de seguridad jurídica alguna.  
                                                          
1 Código Sustantivo del Trabajo Colombiano.  ARTICULO 97-A. COLOCADORES DE APUESTAS 
PERMANENTES. <Artículo adicionado por el artículo 13 de la Ley 50 de 1990.> Los colocadores de 
apuestas permanentes, al igual que los agentes colocadores de pólizas de seguros y títulos de 
capitalización, podrán tener el carácter de dependientes o independientes. Son colocadores de apuestas 
dependientes los que han celebrado contratos de trabajo para desarrollar esa labor, con una empresa 
concesionaria. Son colocadores de apuestas independientes las personas que por sus propios medios se 
dediquen a la promoción o colocación de apuestas permanentes, sin dependencia de una empresa 
concesionaria, en virtud de un contrato mercantil. En este evento no se podrán pactar cláusulas de 
exclusividad. PARAGRAFO. Los colocadores de apuestas permanentes que con anterioridad a la vigencia 
de la presente ley estuvieren vinculados mediante contrato de trabajo, mantendrán tal vinculación de 
idéntica naturaleza 
 






Es por ello que en el recorrido de esta investigación, se hará un esbozo 
histórico, teórico, normativo y conceptual que analice la anterior problemática de 
este tipo de contractos de concesión en Colombia. 
 
Palabras claves: Monopolio rentístico, apuestas, colocadores de apuestas 






One of the main objectives of studying  a specific commercial activity is to 
analyze its legal part. the search has a priority need to find out  and verify if that 
commercial activity is : favourable, profitable and legal. 
  
However,there are some different situation here in colombia,but none  of them 
have been discussed  deeply  from  high court judges.as a result,such 
commercial activities generate a few guarantees to whom are involved. 
  
In this paragraph, he refer to those facts consecuence produced by an 
administrative act, for example: the  concession contracts by licitation.  this type 
of contract  is relate to the explotation around all profitable monopoly from 
colombia. this explotation involves  gambling  activities  or betting transactions 
and people who work for this sort of economyc system. in this respect, the 
commercial monopoly can be legally used or exploted by the state(betting and 
 





gambling activities), and also, the government sector  can regulate concession 
as a legal form  exceptionally. 
 
On the other side, this explotation of ecomonyc resources could be taken by 
other particular companies where have gotten all the requirements with the 
control achived by a governmental investor. 
 
However, when alls the legal conditions are completed in order to  develop this 
type of activity, appears new and different situations: the permanent bet seller  
which is stablished on item 97 from  colombia labour laws code.  according to 
this, some groups of workers have obtained certain  independence because of 
the time´s period  for them to sell chance tickets, this duty includes porcentages 
generated and incomes on a proportional way  depends on the seller 
performance. 
  
The seller can  get  one of the following contratation: the first one  is  on a direct 
way  and the other possibility is on indirect way; the first type of contract  is 
related to seller who receive payment and social benefits as well.  all this without 
taking into account produced porcentages. 
  
On the opposite side,there are seller  whose contracts were on an indirect way, 
so that they do not receive  social benefits payment because of the work 
conditions contract, the seller  work contions are special  and it´s authorized by 
yhe labor laws. this important data has become the main object of studies  for 
this research. and also,  analize the legal consequences for these permanent 
bet seller. 
this investigation includes to verify process with unaprovedd concessions,when 
concessions are not legally extended or another worse cases: when a 
responsable of a companies decide to close or end. 
  
 





Alls those people could realize they are not protected at all, there no  enough 
guarantees either possibility to receive compensation(indemnization) based on a 




Key works: profitable monopoly, gambling activities, betting transactions, 
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Cuando me senté a proyectar sobre la elaboración y estructura de mi trabajo, 
quise desarrollar un tema que para mí es poco estudiado en nuestro país, esto 
gracias a la cercanía con dicho tema, en nuestra maestría de profundización se 
hace necesario que abarquemos todas las ramas que gracias al engranaje que 
nos permite el derecho, podremos hacer. 
 
En Colombia el régimen de monopolio es prohibido clara y jurídicamente a nivel 
general, sin embargo, gracias a todo lo que nos permite el derecho en su 
maremágnum de posibilidades, le dio surgimiento y aprobación a la ley 643 de 
2001, que permite la explotación del régimen de monopolio rentístico de las 
apuestas y juegos de azar. Esto de manera obvia con sus respectivas 
limitaciones y reglamentaciones de orden administrativo (Estado) laboral (las 
personas que lo ejercen) y los efectos rentísticos directos que benefician a un 
sector importante de nuestro país como lo es la salud. 
 
Mi trabajo se desarrolla en cuatro grandes capítulos, que tiene como objetivo 
hacer que el lector conozca inicialmente del régimen de monopolio rentístico del 
juego de apuestas y azar, para luego adentrarnos a la modalidad como se 
proyecta en nuestro país dicha actividad a través de los contratos de concesión 
que cada uno conlleva con los distintos entes descentralizados que se 
encargaban de actuar como interventores pragmáticos de los efectos y 
asegurar las garantías que dicha actividad ofrece, para ello, realizo un análisis 
 







histórico y teórico de la misma en aras de conocer mejor dicha temática, en el 
capitulo dos estudiamos básicamente las personas que le dan viabilidad y 
dinamismo a este régimen de monopolio rentístico de explotación de apuestas y 
juegos de azar entre los que se encuentra básicamente las empresas del 
“chance” que vinculan al personal de manera directa e indirecta dándole la 
normatividad laboral el nombre de “colocadores de apuestas” en su artículo 97 
(Código Sustantivo del Trabajo Colombiano) que manifiesta “…ARTICULO 97-
A. COLOCADORES DE APUESTAS PERMANENTES. <Artículo adicionado por 
el artículo 13 de la Ley 50 de 1990.> Los colocadores de apuestas 
permanentes, al igual que los agentes colocadores de pólizas de seguros y 
títulos de capitalización, podrán tener el carácter de dependientes o 
independientes. Son colocadores de apuestas dependientes los que han 
celebrado contratos de trabajo para desarrollar esa labor, con una empresa 
concesionaria. Son colocadores de apuestas independientes las personas que 
por sus propios medios se dediquen a la promoción o colocación de apuestas 
permanentes, sin dependencia de una empresa concesionaria, en virtud de un 
contrato mercantil. En este evento no se podrán pactar cláusulas de 
exclusividad. PARAGRAFO. Los colocadores de apuestas permanentes que 
con anterioridad a la vigencia de la presente ley estuvieren vinculados mediante 
contrato de trabajo, mantendrán tal vinculación de idéntica naturaleza…”2, que 
no es más que los empleados unos por contrato de trabajo vinculados, otros por 
prestación de servicios, estos últimos mal llamados independientes, tienen una 
serie de prerrogativas que van aunadas al contrato de concesión principal, que 
es el tema de nuestro tercer capítulo, allí analizamos cuales son las condiciones 
especiales con que debe contar cada empresa del chance para licitar y una vez 
obtenida la misma, asegurarles a esos colocadores una serie de beneficios 
policiales, económicos y de bienestar que van amarrados con el contrato de 
concesión. 
                                                          
2 Código Sustantivo del Trabajo Colombiano. Articulo 97. 
 








Para ello, y que dicha situación se le dé cumplimiento aterrizamos en nuestro 
cuarto capítulo, estudiando el desarrollo de los pliegos de condiciones, estas 
que se deben cumplir para que el Estado garantice la continuidad y la viabilidad 
del desarrollo de la explotación de dicho monopolio. 
 
En nuestro país esta actividad tiene muchas falencias, a ello nos referimos en 
nuestras conclusiones del tema, y además procedemos a dar respuesta a 
nuestra pregunta e hipótesis principal que desde ya está planteada, ya que 
como ya se dijo, es saber y conocer si esos estados de condiciones de 
bienestar que se les deben a asegurar a los vinculados de manera directa o 
indirecta por el contrato de concesión estatal se cumplen o no. 
 
Además qué pasa cuando muchas familias subsisten por la explotación de esa 
persona vinculada a la misma y la empresa pierde la licitación para continuar 
con dicha explotación del monopolio rentístico de las apuestas y juegos de azar, 
que ocurre cuando se genera y se demuestra un incumplimiento por parte de 
las garantías que vas accesorias constitutivas como un pliego de condiciones 
para que la empresa continúe y se demuestra que no se generan y que los 
beneficios que se ofrecieron no se otorgaron en la debida y legal, forma? Allí se 
centra básicamente mi estudio de profundización administrativa que a su vez 
genera mucha discusión y controversia que despierta también muchas 
inquietudes en el que conoce esta temática y quiere dilucidar más a fondo dicha 
actividad aunada en el contrato de concesión. 
 
 







Pero de manera obvia no podemos adentrarnos en el tema sin mencionar que 
nuestra honorable Corte Constitucional  genera mucho respeto por esta 
normatividad especial debido a la implicación que conlleva el desarrollo aunado 
a la salud que se solventa de dichas regalías. Sin embargo, con respecto a los 
trabajadores como tal, ha habido discusiones que son estudiadas por el 
Consejo de Estado que también se vislumbra en la presente investigación y que 
le dan la razón a la ley, en la parte del derecho laboral encontramos un tanto 
acéfalos a los detentadores de dicha actividad a los trabajadores que aunque 
presenten demandas para que se le aseguren los derechos laborales, son 
conocedores y conscientes que son accesorios al contrato de concesión 
principal que les dio vida a los mismos. 
 
Por ello para concluir, la falta de garantías laborales en Colombia para que los 
colocadores de juegos de apuestas permanentes ejerzan su oficio en 
condiciones dignas dentro de la relación contractual que surge entre el Estado y 
los particulares para la explotación del monopolio rentístico? 
 
La respuesta seria positivista a mi parecer, ya que se requiere de una 
normatividad jurídica de orden público que regule las condiciones laborales de 
los vendedores de juegos de apuestas permanentes en el territorio nacional, a 
fin de que puedan ejercer su actividad laboral en igualdad de condiciones frente 
a otros sectores laborales, y en condiciones dignas,  justas, salvaguardado con 


















La desaparición del modelo intervencionista del Estado, trajo como 
consecuencia entre otras, la idea de la libertad de las relaciones económicas 
entre el Estado y los particulares. Con ello, habiendo ejercido el Estado el  
monopolio económico durante varias décadas cede para darle paso a las 
relaciones contractuales que permitan tener el control del patrimonio económico  
pero con la ayuda de los empresarios quienes junto al Estado empiezan a 
asumir una posición privilegiada en las relaciones económicas, una vez 
detectadas que dichas relaciones puedan generar beneficios para ambas partes 
intervinientes en la misma de manera activa y con las garantías normativas 
necesarias para ello. 
 
 
El estado proteccionista pasa a ser empresario e intenta competir con el sector 
privado con el propósito de oxigenar la economía y equiparar las cargas;  esta 
inevitable relación económica entre el Estado y los particulares, trae consigo la 
necesidad normativa de regular la relaciones contractuales que surja entre ellos 
y quienes a su vez desarrollan o hacen posible la realización del objeto, lo que 
puede conllevar a transgredir el derecho constitucional al trabajo, que sería el 
efecto que se analiza en el estudio de las vertientes derivadas de los contratos 
de concesión para la explotación del monopolio rentístico en Colombia. Este 
aspecto que se vislumbra de esa relación entre Estado y particular, se derivan a 
su vez, unas relaciones laborales sobre quienes realmente van a dar garantía y 
 







desarrollo de los índices económicos que se demarcan y proyectan, aterrizando 
en el contrato de concesión para la explotación del monopolio rentístico, el cual  
 
 
Depende intrínsecamente de la actividad ejercida por las agremiaciones de 
vendedores que se dedican a la venta de juegos de apuestas permanentes y 
azar, por lo que hoy deben procurarse la creación de unas condiciones 
laborales dignas para ellos.        
 
 
Antes de adentrarnos en el tema, es de gran necesidad el referirnos a los 
orígenes que el mismo denota en las raíces del Derecho Administrativo, cuando 
hablamos de las primeras ideas que se generan como surgimiento al tema de 
poder estatal y cómo influye éste en los administrados incluyendo los sectores 
más influyentes de cada economía. 
 
 
Para ello, mencionando la concepción del origen de nuestro derecho 
administrativo traemos la opinión de JORGE ENRIQUE AYALA CALDAS que 
nos dice “… el Derecho Administrativo irrumpió en el mundo del Derecho, a 
finales del siglo XIX y su punto de partida se ubica en el Fallo Blanco del 
Tribunal de Conflictos francés del 8 de febrero de 1873, en el cual por primera 
vez se establece que la Administración Publica no se puede regir por las 
mismas normas que rigen las relaciones entre particulares, sino por normas o 
reglamentaciones propias esenciales”3 es precisamente de esas 
reglamentaciones especiales como lo es la ley 643 de 2001, que le dio paso a 
la legalidad y legitimidad del monopolio rentístico como los juegos de azar, 
debido a que con respecto al derecho administrativo en general se pueden 
                                                          
3  Jorge Enrique Ayala Caldas. Elementos de Derecho Administrativo General. Ediciones Doctrina y 
Ley Ltda. Bogotá. 1999 pag.7.  
 







establecer muchas definiciones y como todos sabemos, con este derecho se le 
fue dando dinamismo a la función administrativa estatal y de todo lo que a ella 
se refiere. 
 
Para nuestra investigación existe una relación entre los efectos de este derecho 
administrativo con las consecuencias que puedan tener un trabajador que se 
encuentre vinculado de manera independiente o directamente con una empresa 
que maneje y usufructúe los juegos de azar en un determinado periodo, y que 
una vez finalizado dicho periodo al no obtener la licitación, se generan los 
despidos masivos por parte de dicha empresa, de allí cuando debemos 
referirnos al derecho laboral.  
 
Pero en este sentido histórico del derecho administrativo, quiero referirme en 
este caso al derecho Administrativo Laboral que también se aplica en nuestro 
país y que surge como necesidad de regular las relaciones de los que 
directamente se encuentran vinculados a las instituciones que conforman el 
gobierno y le dan aplicabilidad a los fines de cada administración en particular, 
sin embargo, es con la constitución de 1991 que se le da mayor afianzamiento a 
este concepto tal como lo refiere nuestra Corte Suprema de Justicia el 
magistrado doctor Manuel Gaona Cruz, “al apreciar la anterior normatividad 
constitucional, ubicó la naturaleza de la condición mas beneficiosa así: “…Si la 
Constitución instituye la especial protección al trabajo por parte del Estado 
(art.17), si consagra la intervención estatal en el proceso económico para 
mejorar a los trabajadores (art.32) y si expresamente prohíbe desmejorar sus 
derechos sociales reconocidos en leyes anteriores aún en época de emergencia 
económica (art.122), resulta incuestionable que cualquier acto jurídico, llámese 
ley, decreto reglamentario o reglamento interno o general de un establecimiento 
público, que disminuya las condiciones globales de tipo salarial, prestacional o 
sobre riesgos, del trabajador, legalmente reconocidas, o que autorice su 
 







desmejora, así dichas condiciones no se hubieren consolidado en forma 
individual bajo la égida de los derechos adquiridos, es inconstitucional (…)”4 
 
 
Sería entonces clara la posición de todos los aspectos garantes de las personas 
que se encuentran vinculadas a una empresa que detente su condición de 
contratante en una concesión del monopolio rentístico, sin embargo se 
analizaría dicha situación en miras a establecer si es viable o no tales garantías 
en Colombia básicamente. 
 
 
Continuado con nuestro marco histórico en el tema de apuestas y los juegos de 
azar en Colombia “…los tributos sobre juegos y diversiones estaban 
acompañados por la creación de grupos de acción o juntas encargadas de la 
organización de cada actividad e incluso de la fiscalización moral. Dos de ellas 
fueron la comisión municipal de boxeo, creada mediante la resolución 53 de 
1939, y la junta de censura, creada a finales de 1938. La junta de censura 
radicalizó sus medidas a partir de una solicitud del ministerio de relaciones 
exteriores para intervenir en la junta, con el fin de defender los intereses de los 
países amigos en cuanto en los periodos se tratan temas de política externa o 
interna, como quedo estipulado en la resolución 79 de 24 de agosto de 
1939…”5. En dicha época la generación de los dividendos y beneficios que se 
obtenía a partir de este sector de la economía era netamente privado y se 
puede observar poca intervención Estatal. 
 
 
                                                          
4 Salvamento de voto a la sentencia de septiembre 9 de 1982. En: Revista Jurisprudencia y Doctrina. 
Legis, T. XI, No. 131, Bogotá, pp. 991 a 995. 
5 Revista el cuarto centenario de Bogotá, escrito por Wuiley Lidueña Urquizo. Textos – Santiago 
Paredes Cisneros. Pagina 154. 
 







“Puede verse que aunque se resistía la idea de preservar el buen 
comportamiento, la prevención contra lo inmoral era tenue y ciertas actividades 
eran permitidas siempre y cuando reportaran utilidades al municipio”6. En este 




“..A lo largo de 1935, con base en las propuestas urbanas de las elites, fueron 
frecuentes las prohibiciones de juegos de azar, en control de establecimientos 
públicos y el temor a la actividad nocturna. Previo al centenario 1936 y 1937, se 
incrementan los controles mediante la modificación de decretos y la 
presentación de nuevas reglamentaciones sobre actividades que cobraron 
importancia (corridas de toros, apuestas en carreras de caballo, rifas, lotería y 
venta de pólvora), se eximio de impuestos a los espectáculos públicos deportivo 
y culturales (conciertos y conferencias) y existieron algunas prohibiciones 




“…La organización de la lotería del centenario es un ejemplo claro de la 
administración y fiscalización de la diversión y de un juego relacionado con el 
azar que reparto utilidades destinados a la ejecución de las obras publicas que 
hacían parte del plan de la celebración. En cuanto a la seguridad, la ciudad 
aumento los cuerpos de policía encargados de la vigilancia del espacio público 
y de los espectáculos”8. 
 
                                                          
6 Ibídem. Pág. 155 
7 Recordar la fundación – celebrar el futuro 1938, en el marco del cuarto centenario de Bogotá 
Universidad Nacional sede Bogotá – Facultad de Artes. 
8 Ibídem. Pág. 156 
 







“A raíz del incremento de actividades y del control fiscal de las mismas después 
de la celebración del cuarto centenario y ante la certeza de que la diversión es 
una dinámica urbana irreprimible, el gobierno municipal decidió canalizar la 
explotación de los juegos como una alternativa tributaria”9. 
 
 
Como podemos observar claramente, en dicha etapa el gobierno no se 
esmeraba por analizar las condiciones de las personas que conformaban dichos 
juegos o de las actividades en general, ni cómo eran las características de los 
riesgos que alrededor de dicho manejo privado se le daba a cada una de las 
apuestas y de las garantías de los juegos a los que participaban en los mismos, 
eso sin mencionar las garantías laborales.  
 
 
Nuevo Modelo de Administración Pública y Tendencias Privatizadoras. 
 
No pretendo una reseña exhaustiva, pues implicaría desarrollar ideas que 
resultan amplias y complejas frente a esta temática, por esto solo me remito al 
asunto objeto de mi trabajo,  y en el cual lo que se viene abordando, conduce 
necesariamente a ubicarnos entre los términos pre y posmodernos, pues 
tienden a definirse como la representación de una época o una periodización 
histórica (cronológica), o como una perspectiva teórica (cosmovisión 
paradigmática), en este caso de Estado –Nación, o Estado interventor, hasta la 
globalización o Estado con economía de libre mercado;  pero detrás  de esa 
concepción hay una visión ideológica que implica la aceptación de que existe un 
cambio. 
                                                          
9 Ibídem. Pág. 156 
 







El paradigma de la administración pública moderna, supone que su propósito 
básico es incrementar la productividad organizacional y mejorar la producción y 
la eficiencia de la empresa; se pone énfasis en los aspectos técnicos de mejora 
continua, que reemplazan y minan los valores fundamentales.  Los 
administradores son figuras de autoridad que no tienen incumbencia moral más 
allá de la mejora de la funcionalidad o el desempeño del sistema 
organizacional; hay énfasis en la obediencia jerárquica, se elimina el flujo de 
medios de autoridad y responsabilidad; la racionalidad técnica con la eficiencia 
óptima como una función de insumos y productos es básica para las decisiones; 
hay pragmatismo en la toma de decisiones, esto es, una devoción hacia la 
conveniencia guiada por el poder y la dominación. 
 
El posmodernismo reciente se caracteriza por el surgimiento de una 
administración tipo feudal, Fieldom, una combinación de valores burocráticos y 
patrimoniales comunes a los fundamentos culturales, que incluyen lealtad, 
favoritismo, informalidad e ilegalidad. 
 
Los cambios ocurridos en la administración posmoderna se expresan en la 
crisis de los viejos valores orientados al crecimiento y de una desconfianza 
creciente hacia las instituciones estatales establecidas.  El resultado es el 
elevado nihilismo que encara el problema de que el liderazgo organizacional 
proveerá soluciones a los problemas sociales o mejorará el bienestar individual. 
 
Dichos cambios descritos en los ambientes organizacionales y sus estructuras 
administrativas desdeñan la legitimación organizacional, refrendan la crisis  
política, económica y motivacional,  que explican una filosofía que proclama el 
objetivismo y que, por ende, considera al hombre desde fuera como simple 
 







elemento del mundo, lo cual se refleja en el surgimiento de una nueva clase 
trabajadora, desempleada, subempleada, y salarios pobres de medio tiempo o 
labor casualizada; donde se desconoce como referente central de un Estado 
Social de Derecho a la persona humana, base de todo el andamiaje 
constitucional, centrada en la fórmula Kantiana de que el hombre no debe ser 
tratado por el Estado como un objeto formal, sino con dignidad y respeto. 
 
Todo lo anterior, a pesar de la protesta contra una gran concepción que ha 
tenido exclusividad del pensamiento jurídico durante siglos, según el cual el 
derecho se daba para el Estado, nunca para la sociedad, de cuyo concepto 
apenas si se tenía realidad y menos beligerancia que hoy.  Pero no se pierde de 
vista la tridimensionalidad que se da entre individuo- Estado- sociedad, que no 
es neutral, entre otras cosas, enseña VANOSSI, porque “…el Estado es un 
instrumento de que se vale la sociedad para organizar una parte del poder (que, 
en este caso, es para protegerla), que es el poder público, a fin de asegurar el 
orden de convivencia, que es como decir el precio de la libertad.  Entendemos 
al Estado como organización que ordena, distribuye, aplica y controla al poder 
político (esto es la sociedad) en busca de la armonía social”10.  Todo esto se 
traduce, en última instancia, en los fines del Estado (Const. Pol., art. 2).  En 
este contexto decía POPPER, la democracia consiste en someter a control el 
poder político. 
 
Sin embargo, puede afirmarse, que los presupuestos acerca del hombre, de la 
sociedad, y de las relaciones entre sociedad y Estado en que se basa el diseño 
del Estado de derecho liberal resultan hoy insostenibles, pues el Estado en pro 
del cumplimiento de los mandatos constitucionales que le imponen el logro del 
                                                          
10Jorge Reinaldo Vanossi, “Crisis y transformación del Estado moderno”, en Transformaciones del 
derecho público, Buenos Aires, Ed. Ciudad Argentina, 1993, pág.43. 
 







interés público o bien común,  le implantan una tendencia empresarial, que  trae 
consigo diversas relaciones contractuales, entre ellas el fenómeno contractual 
de la concesión, con el propósito de hacer posible la realización del objeto del 
contrato.   
 
Pero dentro de esta visión, no es posible traicionar o desconocer el 
reconocimiento de los derechos fundamentales, tales como el derecho al 
trabajo, a la seguridad social, a un justo salario, que nutren el concepto de 
dignidad humana, y que integran los catorce principios diseñados por Fayol, por 
garantizar el cabal cumplimiento de los índices económicos proyectados por 
ejemplo,  dentro de la concesión para la explotación del monopolio rentístico, el 
cual depende intrínsecamente de la actividad ejercida por las agremiaciones de 
vendedores que se dedican a la venta de juegos de apuestas permanentes y de 
azar, pues la administración pública debe servir con objetividad los intereses 
generales, pero también con sometimiento pleno al derecho. 
 
Desde luego que esta tendencia tiene, como pretensión construir o diseñar 
espacios para laborar, dentro de las menores exigencias y formalismos legales.  
Es así como el Estado, encarga a cada gobierno departamental, la tarea de 
administrar el juego en sus municipios, entregando en concesión a empresas 
privadas y a través de un proceso licitatorio los derechos de explotación 
limitados a la jurisdicción en la que licitaron, teniendo que entregar las 
transferencias (porcentaje de las ventas) a dicha institución para que los 
recursos sean destinados a lo dispuesto por la ley, sin un plexo jurídico de 
respaldo a esa fuerza de trabajo que permite que las empresas privadas 
cumplan con el cometido. 
 
 







El nuevo modelo de administración pública, descentralizada, transparente, y 
con capacidad reguladora,  debe hacer real y efectiva la nueva actitud, no solo 
frente a la pobreza y la corrupción, sino también de una nueva concepción de 
libertad como umbral de condiciones de vida (materiales, educativas, laborales, 
“acceso a”, que son formas también de integración social), y una renovada 
visión de los derechos, pues el ciudadano espera del Estado la garantía de 
condiciones mínimas de vida, donde el mecanismo asistencial debe ser 
compresible y controlable por él, para poder conciliar política y mercado, Estado 
y economía, capitalismo y bienestar social.  
 
Y en ese control el Estado como diría HEGEL”… es efectivamente real y su 
realidad consiste en que el interés del todo se realiza en los intereses 
particulares. La realidad efectiva es siempre la unidad de la universalidad de la 
particularidad, el desprendimiento de la universalidad en la particularidad que 
aparece como si fuera independiente, aunque es llevada y mantenida 
exclusivamente por el todo”11.   
 
Al compás del nuevo modelo de administración pública, surgen las tendencias 
que ganan cada vez más influencia frente al concepto de Estado,  y de 
administración pública,  al respecto anotan las investigadoras del C.E.E Teresa 
Gamboa Cáceres y Madelein Arellano Rodríguez: “…aunque no todas ellas se 
han impuesto con igual fuerza: a) descentralización y participación, como 
medidas para facilitar cambios más radicales; b) privatización explícita e 
implícita; c) búsqueda de flexibilidad interna de la organización y cambios en el 
control; d) gestión laboral flexible y meritocrática; e) organización centrada en el 
cliente; f) financiar la demanda, en vez de financiar la oferta de servicios; g) 
                                                          
11 G.W.F. HEGEL, Principios de filosofía del derecho o derecho natural y ciencia política, Barcelona, 
Edhasa, 1988, págs. 258 y 320. 
 







modernizar los sistemas de información; h) promover el desarrollo institucional 
para cambiar la cultura organizacional y ciudadana.” 12 
 
Dentro de este contexto, se estructuran serias amenazas  a la protección 
anticipada que se dispensa a los bienes jurídicos como exigencia fundamental 
de la convivencia organizada.  La primera parte del orden de valores señalados 
en la Constitución Política, comenzando por su preámbulo, la llamada fórmula 
política y su techo ideológico13 (denominado repertorio de la carta), y de los 
fines e intereses del Estado (Const. Pol., arts. 1° y 2°), sumado al catálogo de 
los derechos fundamentales y sus límites; amenazas que se reflejan  en la  
sectores  la propagación de empleos que no gozan de protección legal alguna, 
o de protección legal superficial, aunado el poco ingreso.  Este paradigma 
estatal se arropa bajo la denominada flexibilidad del mercado de trabajo, que ha 
trazado nuevas pautas en la fijación de salarios y de negociación colectiva, a 
cargo de la empresa privada, en cumplimiento del desarrollo de objetivos 
propios del estado, y liderando la premisa de que se ajustan los salarios según 
la productividad del trabajador en la empresa, con carencia de estabilidad 
laboral, pues, su permanencia está supeditada al desenlace de los procesos 
licitatorios, por ejemplo. 
 
Toda esta visión implica, necesariamente, una radical revisión de las 
estructuras  políticas actuales, pues, se olvida que la dignidad humana, es la 
                                                          
12GAMBOA CÁCERES, TERESA,   ARELLANO  RODRÍGUEZ MADELEIN, “Tendencias neoliberales en la 
reforma de la gestión pública en América Latina”, Revista Gerencia y Política de Salud, C.E.E, 2007, 
págs. 23.   
13 Escribe NESTOR SAGÜES  que “Toda Constitución…responde a determinadas pautas doctrinales e 
ideológicas.  Sus preceptos no nacen de la nada, ni se dictan para cualquier fin, sino que son 
tributarios de intereses y demandas sociales, económicas, culturales, etc., reflejadas y definidas en 
concreto por doctrinas e ideologías políticas.  Sobre cualquier Constitución, entonces, hay un techo 
ideológico (según la feliz expresión de VERDÜ) que la cubre y la determina”. Cfr. Derecho procesal 
constitucional, t. II, Buenos Aires, 1989, pág.95. 
 







columna sobre la cual descansan  todos los demás atributos fundamentales; es 
decir, que todos ellos convergen a la garantía y protección de este principio 
básico, entendido como un valor fundamental superior, positivamente protegido, 
con respecto al cual los restantes derechos se encuentran subordinados y 
poseen carácter instrumental. 
 
 
Relaciones laborales flexibles como fruto del nuevo modelo de 
administración. 
 
Ante la crisis económica de los ochenta, suscitada por la intervención excesiva 
del aparato estatal que desalentaba la actividad privada, se introducen políticas 
económicas, sociales, dando forma a un nuevo modelo de administración 
pública, que implica la política de ajuste estructural y las reformas de libre 
mercado, siendo la consecuencia la liberalización comercial y financiera, 
desregulación, privatización y reducción del Estado, que trajeron consigo el 
programa de descentralización,  y la estrategia de competitividad basada en la 
flexibilización de las relaciones laborales, medidas estas orientadas a lograr la 
estabilización monetaria, el ajuste fiscal y la liberación de las economías.   El 
llamado Consenso de Washington, expresa el compromiso internacional con 
esos postulados, que apuntan a corregir los desequilibrios macroeconómicos de 
las economías, como presupuesto del crecimiento. 
 
 
En este entorno, llama la atención los peligros de las nuevas tendencias 
estatales, pues el papel del Estado cambia sobre unos fines que se mantienen 
incólumes,  se advierte un Estado con una participación pasiva en la producción 
 







y en las relaciones mercantiles,  que viene renunciando a la correlación entre la 
dignificación del hombre y la satisfacción de sus necesidades, arropado en la 
figura de la descentralización administrativa, que en los términos del profesor 
Libardo Rodríguez, consiste en el otorgamiento de competencias o funciones 
administrativas a personas públicas diferentes al Estado, para que ejerzan en 
su propio nombre y bajo su propia responsabilidad14, dejando al sector privado 
con amplias facultades para propiciar espacios de trabajo que generan 
relaciones laborales que se han denominado flexibles, pues se permite la 
subcontratación, se presenta la carencia de requisitos formales y legales en la 
contratación, y que por lo general son personas no calificadas, propiciando 
comportamientos patronales oportunistas y engañosos,  que propugnan a todo 
sacrificio del trabajador, la reducción de gastos en la contratación, con 
relaciones laborales temporales, inestables, que degradan al ser humano, tal 
como sucede cuando una empresa privada que gana la licitación de los juegos 
de azar, y contratan a trabajadores en algunas oportunidades por corto plazo, y 
en otros casos, le proponen una incertidumbre laboral, que por razones de 
necesidad son aceptados.      
 
Es importante entonces, reflexionar sobre el nuevo modelo de administración, 
que ha mostrado grandes tropiezos en su desarrollo, y los efectos negativos 
frente a grupos de trabajadores, esta reflexión debe mirarse como “una 
necesidad hacia una nueva sociedad más solidaria, propia del Estado social 
comprometido con la “gramática de los derechos” para expresar las 
reivindicaciones relacionadas con la participación en los recursos sociales, 
económicos”15. 
                                                          
14 Concepto de descentralización, Rodríguez R., Libardo,  DERECHO ADMINSTRATIVO GENERAL Y 
COLOMBIANO,  novena edición, Temis.  Pág. 46. 
15 CAMPBELL, TOM, La justicia, los principales debates contemporáneos, Barcelona, Ed. Gedisa, 2002,  
(la justicia en la economía), pág. 251.  
 








 Capitulo Segundo. 
 
 El monopolio rentístico y colocadores de juegos de apuestas y azar. 
Régimen Legal aplicable en Colombia   
 
Cuando se entra a estudiar el monopolio rentístico, la primera pregunta que 
nos surge es a parte del concepto de tal definición es si es o no permitido en 
nuestro país. Por ello, para iniciar este estudio empecemos definiendo el 
monopolio como: Un fenómeno económico, que se identifica con el vendedor 
o prestatario único de un producto o servicio único, sin posibilidades de 
competencia en el mercado, que tiene a su vez el poder de determinar las 
posibilidades de acceso de competidores y el control sobre los precios.  
 
La posición dominante en el mercado: se concibe como la posibilidad de 
determinar, directa o indirectamente, las condiciones de un mercado sin 
necesidad de que exista un único productor o vendedor (Decreto 2153 de 
1992, artículo 45). 
 
En Colombia no hay una Ley antimonopolios propiamente dicha, el derecho 











En consecuencia, las normas vigentes en la materia son las siguientes.  
La Ley 155 de 1959, modificada en algunas de sus partes por el Decreto 3307 
de 1963, en concordancia con lo consagrado en los artículos 333, inciso 4, 
334 y 336 de la Constitución Política y las consagradas en el Decreto 2153 de 
1992. 
 
Teniendo como punto de partida para que este sea otorgado y permitido a 
contrario censu la ley 643 de 2001, que al tenor de su artículo primero 
establece: “… ARTICULO 2o. TITULARIDAD. Los departamentos, el Distrito 
Capital y los municipios son titulares de las rentas del monopolio rentístico de 
todos los juegos de suerte y azar, salvo los recursos destinados a la 
investigación en áreas de la salud que pertenecen a la nación...”16  
 
Sin embargo y observando lo anterior, parece que hubiese una contradicción 
estatal con respecto a estas regulaciones o regímenes aplicables que se 
desarrollan con respecto al tema, pero no es así.  
 
La Ley 155 de 1959 es una Ley de intervención, que, en armonía con los 
preceptos Constitucionales, busca impedir que se restrinja la libertad 
económica, así como evitar o controlar los abusos de posiciones dominantes 
en el mercado nacional.  
 
                                                          
16 Ley 643 de 2001. Art. 2. Ley del régimen del monopolio rentístico. 
 








A su vez, el Decreto 2153 de 1992 establece, en su artículo 46 y siguientes, la 
prohibición de conductas y la celebración de acuerdos que afecten la libre 
competencia en los mercados.  
 
Con el fin de hacer claridad en la utilización de los términos de monopolio y 
antimonopolio, es necesario advertir que las normas antimonopolio y las 
tendientes a evitar el abuso de posición dominante en el mercado hacen parte 
de lo que doctrinariamente se ha llamado prácticas comerciales restrictivas.  
 
Por ello se observa que como surge la necesidad que el Estado soporte su 
explotación económica en la intervención en una actividad en particular, con 
respecto a las apuestas permanentes y juegos de azar, el otorgamiento de 
este monopolio rentístico nos brinda la posibilidad de manera directa de 
solventar las necesidades que en materia de salud tendríamos con lo que se 
ha determinado la garantía por una parte de dicha utilización de la actividad y 
el aseguramiento de recursos directos para este sector de la población. 
 
Entonces para concluir sobre el si esta absolutamente prohibido dentro del 
país la existencia de monopolio, la respuesta es que  no está proscrita PER-
SE la posibilidad de que existan monopolios, ni empresas que por su tamaño 
e importancia ocupen una posición dominante en el mercado.  
 
 







Esto como ya se dijo antes, se sustenta ya que en materia de monopolios, la 
Constitución Política de 1991, consagra, en su artículo 336, la posibilidad de 
su existencia e impone una serie de condiciones indispensables para su 
establecimiento:  
 
"Ningún monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, con una 
finalidad de interés público o social y en virtud de la ley. La ley que establezca 
un monopolio no podrá aplicarse antes de que hayan sido plenamente 
indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados del 
ejercicio de una actividad económica lícita..."17.  
 
Por otra parte, cabe advertir que en materia de posición dominante en el 
mercado, la norma Constitucional, en el artículo 334, no prohíbe que una 
empresa tenga una posición dominante en el mercado, aunque sí está 
prohibido el abuso que de ella se haga, en la medida en que se afecte el 
derecho de acceder al mercado para otros competidores: "El Estado, por 
mandato de la Ley, impedirá que se obstruya o restrinja la libertad económica 
y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su 
posición dominante en el mercado nacional"18.  
 
En nuestro estudio sobre el régimen del monopolio rentístico de las empresas 
de apuestas permanentes y juegos de azar, entramos en la necesidad de 
estudiar si la población que soporta dicha actividad y que se encuentra 
vinculada de manera directa o como contratista independiente, tiene las 
                                                          
17 Constitución Política de Colombia. Artículo 336. 1991. 
18 Ibídem artículo 334. 1991. 
 







garantías constitucionales y legales que en materia laboral surge y no entra en 
contradicción con la decisión que se pueda derivar de una licitación 
administrativa que se le otorgue o no a la empresa que ostente dicha 
condición especial en un determinado sector del país. 
 Es relevante anotar, que tanto el régimen de competencia desleal, como el de 
prácticas comerciales restrictivas o de derecho antimonopolístico, son 
ramificaciones del derecho de la competencia, que tienen alcances e intereses 
de protección distintos. Con el primero se busca la protección de los intereses 
del comerciante y su consecuente indemnización, con el segundo se protegen 
los intereses del mercado en general.  
 
Los perjudicados por los actos de competencia desleal tendrán acción para 
que se les indemnicen los perjuicios causados mediante conminación al 
infractor; esta acción es procedente ante la jurisdicción ordinaria, según lo 
establecido en el artículo 76 del Código de Comercio.  
 
 
“…Por último, el artículo 2 del Decreto 2153 de 1992 otorga a la 
Superintendencia de Industria y Comercio la función de velar por la 
observancia de las disposiciones sobre promoción de la competencia y 
prácticas comerciales restrictivas...”19.  
                                                          
19
 Concepto Jurídico No. 16894 de la superintendencia de industria y comercio sobre ley 
antimonopolios y competencia desleal 
 
 








En conclusión, podemos afirmar que gracias al otorgamiento que brinda la ley 
643 de 2001, se puede ejercer legamente el régimen del monopolio de 
apuestas permanentes y juegos de suerte y azar en Colombia.  
 
La falta de garantías laborales en Colombia para que los colocadores de juegos 
de apuestas permanentes ejerzan su oficio en condiciones dignas dentro de 
una la relación contractual que surge entre el Estado y los particulares para la 
explotación del monopolio rentístico.      
 
Se requiere de una normatividad jurídica de orden público que regule las 
condiciones laborales de los vendedores de juegos de apuestas permanentes 
en el territorio nacional, a fin de que puedan ejercer su actividad laboral en 
igualdad de condiciones frente a otros sectores laborales, y en condiciones 
dignas,  justas, salvaguardado con ellos las disposiciones de orden 
constitucional.      
 
Aunque podemos observar que han intentando en varias ocasiones demandar 
la norma reguladora de tales monopolios (ley 643 de 2001) siendo infructuosa 
dicho fin, como ejemplo de ello traemos a colisión el siguiente fallo del 
honorable Consejo de Estado así: 
 “…CONSEJO DE ESTADO, SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SECCION PRIMERA. Consejero Ponente: JUAN 
ALBERTO POLO FIGUEROA. Santa Fe de Bogotá D.C. veinticuatro de abril de 
mil novecientos noventa y siete. Radicación número: 4371. Actor: ALBERTO 
MONTOYA MONTOYA. Demandado: GOBIERNO NACIONAL. 
 







JUEGO DE APUESTAS PERMAMENTES – Contrato de concesión/ 
FORMULARIO UNICO – Juego de apuestas permanente/ FACULTAD 
REGLAMENTARIA – Limites / SUSPENSION PROVISIONAL – Procedencia. 
“… b). No advierte la Sala, también a simple vista, que el decreto acusado haya 
creado una organización para el monopolio de las apuestas permanentes, 
desde luego que el Gobierno – independientemente de la potestad 
reglamentaria que le confiere la Constitución para la cumplida ejecución de las 
leyes – está particularmente autorizado para reglamentar el juego de apuestas 
permanentes con premios en dinero, según lo dispone el artículo 5º de la ley 1ª 
de 1982…” 
“…d) Es cierto que el artículo 1º del decreto 386 de 1.993 autorizó a las loterías 
o beneficencias para emitir formularios de distintos valores y denominaciones, 
por los cuales los concesionarios pagarán “un precio equivalente al 6% del 
monto total máximo de apuestas posibles por formulario”. Pero ello no impide 
que una nueva ley varíe el precio que deben pagar los concesionarios, que fue 
precisamente lo que hizo la ley 57 de 1.990. En todo caso, cabe analizar hasta 
qué punto el legislador puede desprenderse de una facultad que ya ha ejercido 
para trasladarla luego al Gobierno, esto es, si habiendo determinado que el 
precio de los talonarios sería el equivalente al 6% del monto total de apuestas 
posibles por formulario, podría después otra ley disponer que ese precio lo fijare 
el Gobierno. La respuesta la daba, en principio, la Constitución anterior, en cuya 
vigencia se expidieron el decreto 386 de 1.983 y la ley 53 de 1990, al disponer 
que “El Congreso podrá, en todo tiempo y a iniciativa propia, derogar, modificar, 
o adicionar las materias especificas de los decretos a que se refiere este 
artículo”. (art. 122 C.P.)…” 
“… La conclusión obvia es la de que normativa, doctrinal y 
jurisprudencialmente, las regalías no tienen la condición de tributos o 
impuestos, en la medida de que corresponden a derechos, al precio, que el 
 







concesionario pague a quien como concedente le permite la explotación de una 
actividad o de unos recursos que pertenecen a este ultimo. Con esta premisa se 
desvirtúa la acusación soportada sobre el carácter de impuesto de la regalía, 
vale decir, la predicada violación de los art. 150, numerales 10, 12 y 338 de la 
Constitución, en tanto que con el decreto acusado no se reglamenta materia 
alguna tributaria…”20         
 
 
Regulación legal frente a los colocadores de apuestas y juegos de azar. 
 
Cuando se genera el surgimiento se la Ley 643 de 2001 de la que ya nos 
hemos referido, surgen nuevos conceptos como colocadores de juegos de 
apuestas y azar que en el albor del derecho laboral entra a ser la población de 
trabajadores que se encarga de ejecutar y darle dinamismo a dicha actividad. 
 
Con respecto a este punto es con el artículo 97, del Código Sustantivo del 
Trabajo que se le brinda un espacio en el ordenamiento laboral colombiano, 
regulándole las garantías que de ello se derive así sea de carácter excepcional. 
 
Estos colocadores de apuestas en el juego de apuestas permanentes o chance, 
se pueden definir como las personas naturales que actuarán como vendedores 
y pueden ser dependientes o independientes. 
                                                          
20 Consejo de Estado. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION PRIMERA. Consejero 
Ponente: JUAN ALBERTO POLO FIGUEROA. Santa Fe de Bogotá D.C. veinticuatro de abril de mil 
novecientos noventa y siete. Radicación número: 4371. Actor: ALBERTO MONTOYA MONTOYA. 
Demandado: GOBIERNO NACIONAL. 
 








En virtud de lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 50 de diciembre 28 de 1990, 
por la cual se introducen reformas al Código Sustantivo del Trabajo y se dictan 
otras disposiciones, la red de comercialización del respectivo concesionario 
autorizado para la operación del juego de apuestas permanentes o chance en 
una determinada jurisdicción territorial, podrá estar integrada por colocadores 
con carácter dependiente, si su relación con el respectivo titular de la concesión 
se encuentra mediada por un contrato de trabajo o, independiente, si la 
actividad de promoción o colocación de apuestas permanentes la desarrolla a 
través de terceros que por sus propios medios se dedican a esa labor, en virtud 
de un contrato mercantil. 
 
De acuerdo con la definición del artículo 13 de la ley 50 de 1990, los 
colocadores de apuestas permanentes, podrán tener el carácter de 
dependientes o independientes. Son colocadores de apuestas permanentes 
dependientes los que celebren contratos de trabajo para desarrollar esa labor, 
con una empresa concesionaria. Son colocadores de apuestas permanentes 
independientes las personas que por sus propios medios se dediquen a la 
promoción o colocación de apuestas permanentes, sin dependencia de una 
empresa concesionaria, en virtud de un contrato mercantil. En este evento no 
se podrán pactar cláusulas de exclusividad. 
 
Sin perjuicio de lo anterior y, de las competencias propias de las entidades 
administradoras del juego de apuestas permanentes o chance en la respectiva 
jurisdicción territorial, en materia de fiscalización y control, de conformidad con 
lo previsto en los artículos 7º, 21 y 22 de la Ley 643 de 2001, el responsable 
para todos los efectos, por la operación del juego de apuestas permanentes y 
 







por el estricto cumplimiento de los elementos y características esenciales del 
juego, especialmente en materia de administración de formularios oficiales y 
pago de premios, es la persona jurídica titular de la respectiva concesión. 
Obligación esta que quedará incluida expresamente en la correspondiente 
minuta contractual. 
 
Actualmente en la mayoría de los casos en donde los departamentos  optan por 
la concesión a un operador para la explotación de los juegos de apuestas 
permanentes, no se vislumbra de la literalidad de los contratos de  concesión 
que para tales efectos se suscriben entre concedentes y concesionarios, la 
connotación económica-social que debería existir para uno de los sectores  más 
determinantes de esta relación contractual. Podría asegurarse que el cabal 
cumplimiento de los índices que se demarcan con base en el estudio de 
mercado, depende intrínsecamente de la actividad ejercida por las 
agremiaciones de vendedores que se dedican a la venta diaria de juegos de 
apuestas permanentes, por lo que indistintamente de la transferencia al sector 
de la salud y a otros segmentos que por ley deben ser girados, se debe dirigir la 
mirada hacia la problemática que actualmente posee el sector de los 
vendedores de juegos y de apuestas o como bien son conocido “colocadores de 
apuestas “ en búsqueda de una normatividad jurídica que dentro del contrato de 
concesión para la explotación de estos derechos, permita que los vendedores 
pueden adquirir condiciones dignas frente a todos los aspectos que le son 
inherentes e irrenunciable como miembro de una sociedad. 
 
Adentrarnos en el tema  de los “colocadores de apuestas” como son 
popularmente conocidos en el mercado de las  apuestas, es necesario debido a 
que nuestra sociedad debe tomar conciencia de la importancia de este sector 
de la población en Colombia que depende exclusivamente de la venta de los 
 







juegos de apuesta permanente, y que con dichos ingresos velan por el    
sostenimiento de su familia. 
 
Pese al despertar de las  agremiaciones en los últimos años  frete a la polémica 
que afrontan estos vendedores con relación a la seguridad social, vivienda 
educación y otros aspectos relevantes que ola vida en condiciones dignas, y a 
su loable misión en busca mejorar sus condiciones de vida, existe  a un 
mutismo por parte de las corporaciones y órganos estatales frente a la 
definición de una legislación normativa que mejore las condiciones sociales de 
esta población vulnerable. Las constantes necesidades que afrontan y la falta 
de oportunidades hacen que los vendedores de apuestas permanentes se 
sometan a condicionamiento laborales totalmente alejados de las garantías 
laborales mínimas a que tiene derecho cualquier trabajador, sometidos a largas 
horas laborales remuneración y desprovisto de todos régimen de seguridad 
social, pese a que ellos son el verdadero crecimiento y los mejores gestores de 




Existen planeamientos y proyectos de la ley ante el cuerpo legislativo que busca 
amparar la seguridad social de este sector de trabajadores independientes, sin 
embargo atreves de esta investigación se prende comprobar  que a un falta 
mucho por  lograr, en especial por que los requerimientos no son todos en 
caminados a la seguridad social sino que deben extenderse los planeamientos 
normativos hacia los diferentes fretes que componen el marco de la vida digna 
de todo ser humano. Los vendedores su núcleo familiar al igual que cualquier 
trabajador de nuestro país, merecen vivir en condiciones aptas para 
desarrollarse como seres potencialmente productivos. 
 
 







La normatividad por la cual se fija el régimen propio del monopolio rentístico de 
juego de suerte y azar, se ha visto poco enriquecida frente al tema de los 
colocadores o vendedores de apuestas permanentes. Dentro del marco legal 
siempre se ha pretendido regular por encima de cualquier otro aspecto, lo 
concerniente a la destinación de estos derechos de explotación a los fondos de 
salud del departamento, los formalismos tributarios para su traslado, y 
regulación de términos concedidos a las entidades concedentes y 
concesionarios para atender esta obligación. 
 
 
Es así como se crea la ley 643 de 2001 que fija el régimen del monopolio 
rentístico, y el decreto 1350 de 2003 que viene a reglamentar la mentada ley, 
en lo relativo a la modalidad de juegos de apuestas permanentes o chance. 
 
 
De una interpretación sistemática de las normas que regulan toda la 
normatividad de juegos de apuestas permanentes, con relación al tema de 
vendedores podría decirse que es casi nulo. En efecto, si nos vamos a lo 
reglado por los artículos 56 y 57 de la ley 643 de 2001, dentro del capítulo 
denominado “Seguridad social de vendedores independientes de loterías y 
apuestas permanentes”, se indica una nueva carga al trabajador, más de la que 
ya asume como colaborador independiente, toda vez que en las normas se 
enuncia por una parte, la creación de una carga parafiscal por la venta de 
billetería y fracciones de lotería del sobre el uno (1%)deducibles al vendedor. 
De otro lado, por su parte, el decreto 1350 de 2003, se orienta o encamina más 
a la creación o regulación de unas obligaciones para el vendedor de apuestas 
permanente o chance, como se desprende de los artículos 21 y22 del aludido. 
El problema de este sector de la población, pese a las normas que regulan la 
materia, aún persiste. No se ha logrado a lo largo de la historia normativa de 
este tema, que los colocadores de apuestas detente un roll preponderante 
 







dentro de las normas que componen la materia sobre los derechos de 
explotación, en donde se le brinden espacios que guárdela supremacía de la 
norma constitucional sobre el derecho al trabajo en condiciones dignas y el 
derecho social. 
 
Dentro del marco contractual para la realización de la ejecución de los derechos 
de explotación a través de un concesionario, se ha logrado con gran esfuerzo 
atendiendo al requerimiento de veedurías ciudadanas y agremiaciones del 
vendedor de apuestas permanentes, quienes hacen un seguimiento minucioso 
al proceso de licitación para concesión de los juegos de apuestas permanentes,  
la inclusión de programas de inversión social como ofrecimiento por parte de los 
proponentes para atender a la población de chanceros y colocadores en los 
distintos municipios del departamento. Sin embargo, tal planteamiento queda 
sometido a los parámetros legales que surjan con ocasión a la licitación pública, 
al pliego de condiciones, al contrato de concesión y las propuestas 
presentadas. Una vez se adjudica el contrato de concesión, el concesionario, 
deberá disponer los programas a ejecutar para poder lograr la captación de 
esos recursos, de los cuales no se aprecia con absoluta certeza que se 
reviertan en beneficio para este sector de trabajadores. 
 
 
Entendiéndose esta licitación para “… sayagués lazo, la licitación es el 
procedimiento de contratación administrativa mas utilizado y puede definirse 
como un procedimiento relativo a la forma de celebración de ciertos contratos, 
cuya finalidad es determinarla persona que ofrece condiciones mas ventajosas; 
consiste en una invitación a los interesados para que, sujetándose a las bases 
preparados (pliego de condiciones)formulan propuestas de las cuales la 
administración selecciona y acepta la mas ventajosa (adjudicación); con lo cual 
el contrato pueda perfeccionado; y todo el procedimiento se funde, para 
 







alcanzar la finalidad buscada, en los propios de igualdad de las licitaciones y 
cumplimiento estricto del pliego de condiciones…”21  
 
Esto abre paso, para analizar que existe una sensibilización social del órgano 
estatal, que hay que aprovechar en procura de los vendedores de apuestas 
permanentes. En tal sentido, debe perseguirse ante el legislativo la regulación 
laboral obligatoria de este sector, con el propósito de que su estabilidad laboral 
y condiciones dignas de vida no dependan de los beneficios que puedan 
adquirir con ocasión al operador, sino solo por disposición legal. 
 
 
En este momento existen innumerables sectores de la sociedad que buscan 
darle una mayor extensión normativa a los artículos 56 y 57 de la Ley 643 de 
2001. Es así como se han iniciado proyectos legislativos encaminados a regular 
de manera definitiva la seguridad social de los vendedores de apuestas 
permanentes y la creación de un plan de interés social para este sector por 




De cara al contexto normativo que viene rigiendo, se debe pensar de manera 
definitiva, previo un trabajo de investigación con base en la estadística, en los 
distintos procesos investigativos que actualmente se ejecutan por distintos 
grupos de la población, en la creación de normas que permitan al vendedor de 
apuestas permanente estar vinculado laboralmente con una asignación salarial 
justa, para que pueda percibir los beneficios del régimen de seguridad social y 
                                                          
21 Jorge Enrique Ayala Caldas. Elementos del Dr. Adtivo General. La contratación del estado 
ediciones doctrina y ley Ltda. Bogotá 1999 1era edición. Pág. 535 
 
 







demás prestaciones legales y extralegales a que tiene derecho cualquier 
trabajador. Igualmente propender la capacitación de este sector que les permita 
una dignificación de sus condiciones de vida y desarrollo dentro de la sociedad. 
 
 
En este sentido, se orienta esta investigación tras elementos que permitan 
probar la necesidad de una regulación especial para los colocadores de 
apuestas permanentes, con base en la selección de datos, estadísticas, 
concepto de agremiaciones, contratación sobre concesión vigente en los 
distintos Departamentos y municipios del territorio nacional; y conceptos 
bibliográficos relevantes. 
 
Colocadores independientes vs colocadores con clausula de exclusividad. 
 
Las condiciones laborales actuales de los vendedores de juegos de apuestas 
permanentes, trasgreden los derechos a la seguridad social, al trabajo en 
condiciones dignas y demás principios constitucionales y legales que rigen en 
nuestra legislación Colombiana en materia laboral, esta afirmación la hacemos 
con base en lo que se observa de manera directa en las garantías que se les 
otorga a los mismos desde que son vinculados hasta cuándo van ejerciendo la 
misma y que se les brindan desde el momento que se le otorga el contrato de 
concesión a la empresa en el cual se deben otorgar un porcentaje para 
bienestar social de los mismos en el transcurso de dicho contrato. 
 
 
En este aparte cabe resaltar la diferencia entre lo que es un colocador 
independiente, esta es una persona que se encuentra vinculada a la empresa 
concesionaria de chance mediante un contrato de prestación de servicio que los 
ingresos que genera son las venta que de manera independiente realice de allí 
 







se destinan un porcentaje en la mayoría de las veces es del 1% para un fondo 
común que le asegura la seguridad social, cuando este colocador no trabaja, 
simplemente no retienen ingresos mínimos para su subsistencia y mucho 
menos para su salud. 
 
 
Los colocadores con cláusula de exclusividad, son aquellos que se encuentran 
vinculados mediante un contrato de trabajo, generalmente sus ingresos es el 
salario mínimo neto y aparte de ello, no se les permite que laboren ni vendan 
para cualquier otra empresa de apuestas permanentes o chance y tienen una 
particularidad, si deciden trabajar los días domingos, tienen una asignación 
como bonificación o incentivo adicional mas no constituye factor salarial.22 
 
En este punto, es necesario hacer alusión a las distintas situaciones que en 
torno a dicha problemática se lleva a cabo en distintas zonas del país como por 
ejemplo en el Huila en donde la generación de los recursos destinados para su 
bienestar social se tradujeron en viviendas para los mismos, sin embargo, no se 
ha materializado dicha situación a todos en general.  
 
Por ello, tal como se puede señalar y observar a continuación transcribo 
textualmente un modelo de contrato de los que se adjuntan en los contratos de 
concesión y que son los que se le dan aplicabilidad en la regulación de los 
porcentajes descritos para que se garantice el bienestar social de los 
colocadores, bien sean independientes o con exclusividad. 
 
                                                          
22 Conclusión descrita a entrevistas hechas a varios colocadores vinculados con estas dos 
modalidades en las ciudades de Cartagena y Barranquilla. 
 







“…El contrato de concesión de 2006 señala beneficios para 
vendedores de chance y sus familias, pero estos no los han recibido 
como se pactó. 
• Personería iniciará investigación disciplinaria. 
• Aunque se superó la cifra de inversión programada para el 2008, 
los recursos no se están destinando según lo señalado en el 
acuerdo.  
La firma Apuestas en Línea, concesionario del chance en el Distrito, no 
está dando cumplimiento a su compromiso de beneficiar a los 
vendedores de apuestas y sus familias, establecido en el contrato con la 
Lotería de Bogotá. 
 
Así lo señala un informe elaborado por la Personería Delegada para 
Asuntos presupuestales, según el cual existe una serie de anomalías en 
la ejecución de las actividades señaladas en el contrato, relacionadas 
con la destinación de recursos sociales. 
 
Apuestas en Línea se comprometió a invertir $9.081 millones en cinco 
años. Para 2007, $1.743 millones; 2008, $1.676 millones; 2009, $1.813 
millones; 2010, $1.886 millones; y 2011, $1.961 millones. 
 
Los recursos se repartieron en seis frentes: vivienda; educación y 
capacitación; cultura, recreación y deporte; bienestar; salud, y 
sostenimiento. 
 
De acuerdo con el informe de la Personería, para la vigencia 2007 se  
ejecutaron $560 millones, para un cumplimiento del 34%, dejándose de 
invertir más de mil millones de pesos principalmente en programas de 
vivienda y salud. 
 








La firma privada informó a la Lotería de Bogotá, el 31 de octubre de 
2008, que se comprometía a cumplir con el presupuesto de inversión, 
pero a 31 de diciembre de 2008 no se evidenció resultado. 
 
Para el año 2008 se asignó un presupuesto de $1.676 millones y aunque 
la ejecución del proyecto social superó lo programado en $151 millones, 
su comportamiento no 
fue el más adecuado, pues los recursos se concentraron en educación y 
capacitación en un 51%, mientras que en vivienda y salud no se invirtió 
un peso, al igual que en el año anterior. 
 
En educación y capacitación se observó que la inversión estaba prevista 
para mejorar el acceso a la educación formal y no formal de los 
vendedores de las apuestas permanentes; sin embargo, las actividades 
se orientaron principalmente a la entrega de 23 mil kits educativos para 
los hijos de colocadores de apuestas, un taller de neurolingüística que se 
dictó en Villeta a 3.792 personas, así como algunos talleres para 
sensibilizar en fuerza de ventas. 
 
En materia de desarrollo recreativo y cultural se encontró que, si bien se 
realizó el sorteo denominado “Año Nuevo Dos Casas Nuevas”, al 
confrontar los datos de identificación de los ganadores con la base de 
datos de la red de vendedores, suministrada por la Lotería de Bogotá, 
dichos ganadores no aparecen registrados. Situación similar se encontró 
en los recursos destinados para bienestar. 
 
Ante las irregularidades, la Personería de Bogotá solicitó a la Lotería de 
Bogotá, como responsable del control del contrato, que de manera 
inmediata exija el cumplimiento de las obligaciones por parte del 
 







concesionario e incremente la vigilancia a su ejecución. 
 
Conminó así mismo a la Lotería de Bogotá, a que aclare las diferencias 
que se presentan en la base de datos de la red de mercadeo y 
comercialización de vendedores de chance que esa entidad remitió a la 
Personería, pues quienes la conforman no figuran en la relación enviada 
por Apuestas en Línea, S.A., como es el caso de los vendedores 
carnetizados en los meses de noviembre y diciembre de 2008. Otra 
razón para ello, es que en esa relación tampoco se logró verificar los 
nombres de las personas beneficiadas con el proyecto social…”  
También traemos a colación la situación de los trabajadores de chance de sucre 
que tal como se observa en un análisis hecho por el periódico el tiempo se 
publico la siguiente situación: 
“…Vendedores de Chance de Aposucre están inconformes por condiciones 
laborales.  
En reunión de ayer en la Casa de Participación Comunitaria, cerca de 60 
agremiados al Sindicato de de Vendedores de Apuestas Permanentes hablaron 
de la posibilidad de paralizar actividades.  
Lo harán si las peticiones de mejoramiento de calidad laboral no tienen pronta 
respuesta en la empresa. 
"Hay deshonestidad con nosotros. No es justo que vendedores de 7, 20 y hasta 
35 años de servicio laboral con Aposucre, ahora vayamos a ser reemplazados 
por niñas que capacitará la empresa para la implementación del sistema 
electrónico. ¿Por qué no nos capacitan mejor a nosotros, los vendedores de 
toda la vida?" dijo, Gustavo Adolfo Contreras Verbel,  presidente del Sindicato. 
 







"Queremos además que se nos pague como es debido con un porcentaje 
adecuado, acorde a nuestras necesidades básicas. Porque consideramos que 
la empresa vive gracias al aporte que nosotros como vendedores le hacemos", 
agregó. 
Dijo que los cerca de 300 vendedores de chance en Sucre no tienen 
contratación directa con Aposucre, sino que son colocadores independientes, 
situación que los tiene preocupados porque de este trabajo depende el sustento 





El derecho al trabajo “una garantía constitucional” 
 
El derecho al trabajo, el respeto a la dignidad humana y la solidaridad como 
fundamento del Estado Social de Derecho no pueden ser vulnerados por la ley 
ni por la voluntad de los particulares. Es por esto que el artículo 336 de la Carta 
constitucional consagra que "en cualquier caso", es decir, si se aprueba por Ley 
el establecimiento de un monopolio o se liquida, deberán respetarse los 
derechos adquiridos de los trabajadores.  
 
Como solamente se pueden establecer monopolios en virtud de la Ley al 
vulnerarse los intereses de los trabajadores, estos pueden acudir ante la 
jurisdicción laboral para que se restablezcan sus derechos.  
 








Sin embargo, esta situación está en la mayoría de las veces no está siendo 
reconocida en su integridad, ni mucho menos aplicada, lo cual es el objeto de 
nuestro estudio así como dicho sea de paso, las perspectivas de inversión 
social que en un momento dado se pacta en un contrato de concesión de la 
empresa que se gana la licitación de dicha explotación en este caso de los 
juegos de apuestas permanentes y azar, cuando como requisito sin e qua no 
impone la puesta en la oferta de una parte obligatoria destinada para tal fin, 
tampoco se está llevando a cabo en su totalidad, lo cual se podrá observar con 
casos puntuales que ocurren con dichas empresas de apuestas permanentes 
en nuestro país.  
 
Siguiendo con el estudio del régimen legal aplicable de las leyes de los 
monopolios rentísticos, las leyes antimonopolio, en tanto ostentan dicho 
carácter, son de obligatorio cumplimiento y rigen a partir de su publicación en el 
Diario Oficial (Ley 153 de 1887).  
 
El Ejecutivo, en su calidad de autoridad administrativa, debe ordenar sus 
actividades en aras del cumplimiento de los fines del Estado consagrados en la 
Carta constitucional. Estos fines en materia económica son los siguientes:  
 
a. La actividad económica y la iniciativa privada son libres, dentro de los límites 
del bien común.  
 







b. La libre competencia económica es un derecho de todos que supone 
responsabilidades.  
 
Debido a lo anterior, si estas prerrogativas no se llegasen a aplicar 
normalmente, aunque se pueda observar que la competencia Desleal está 
actualmente regulada en el Código de Comercio y constituye una obligación del 
comerciante, entendiendo por tal, la persona natural o jurídica que profesional y 
habitualmente ejecuta actos de comercio, según lo preceptuado en los artículos 
10, 19 y 20 del mencionado estatuto, y que es a la postre lo que se derivaría de 
una mala utilización de la actividad económica de un sector con exclusividad 
para su manejo, cabe anotar que por ejemplo se ha estatuido normas que 
directamente no se engranan con la misma pero que pueden tener relevancia 
como lo es el ESTATUTO DEL CONSUMIDOR (decreto 1480 de abril 12 de 
2012) claramente estatuye la favorabilidad al consumidor, es decir, que si en un 
sector que ejerza el monopolio en una actividad se le trate de imponer una 
especie de competencia desleal por estar prohibida esta situación 
constitucionalmente, se le hace un estudio a fondo y si la superintendencia de 
industria y comercio observa que favorece al consumidor, esta podría ser 
loable, lo cual genera un sin sabor jurídico para los que pretenden imponer la 
normatividad de prohibición, pero en un Estado Social de Derecho en  donde la 
constitucionalización se encuentra a la vanguardia de la aplicación de todas las 
normas, esto se podría analizar desde otra manera, claro positiva.  
 
El carácter democrático de nuestra República consagrado en el artículo 1° de 
nuestra Carta, exige al Estado que tenga como prioridad la protección de los 
individuos y de sus derechos frente a los grupos; centrando su ocupación y 
preocupación en el principio esencial de respeto a la dignidad de  todos los 
 







seres humanos que, adicionalmente posee clara fundamentación en diversidad 
de pactos y tratados internacionales incorporados a nuestro derecho interno, 
que además de significar su reconocimiento positivo, coadyuvan a la 
determinación de su alcance y de su contenido, y hacen parte del ordenamiento 
superior de acuerdo con el artículo 93  y 94 de la Carta y que quedan 
incorporados al bloque de constitucionalidad. 
 
Este principio de la dignidad humana, se constituye en el eje central del Estado 
moderno, alrededor del cual giran y se constituyen los demás derechos de las 
personas, derechos dentro de los cuales encontramos el derecho al trabajo. 
 
Pero ha sido un camino tortuoso no exento de dificultades el que ha transito el 
derecho laboral, para obtener dicho reconocimiento, tanto en derecho interno, 




Los efectos de la concesión en el derecho laboral y administrativo 
 
El profesor Jean RIVERO en su obra refiriéndose a las libertades públicas y 
derechos del hombre, sobre libertades públicas ya citada dice que estas dos 
nociones vecinas no se sitúan sobre el mismo plano ni tienen identifico 
contenido. La noción de derechos del hombre depende de la concepción del 
derecho natural: posteriormente el derecho positivo reconoce y protege esos 
derechos, pero ellos existen aun en su desconocimiento y atropello. Las 
 







libertades públicas por el contrario, son los derechos regulados por las 
autoridades públicas, que han pasado del derecho natural al derecho positivo23.    
 
Sobre este mismo tema, se refiere el doctor VIDAL PERDOMO en tratándose 
del tema del Estado y las libertades públicas manifiesta “… en cuanto al 
contenido, las libertades públicas se identificaban como poderes del hombre de 
auto-determinación, como facultades para obrar. Esta idea que suele implicar la 
de comportamiento negativo de las autoridades, o abstenciones del Estado para 
dejar hacer al ciudadano, se ha visto complementada por la presencia de 
necesidades concretas del hombre para su seguridad material y su 
desenvolvimiento espiritual, que se traduce en empleo, vivienda, salud, 
educación, etc. Ahora, para poder satisfacer dichas necesidades, el Estado 
debe dejar de ser pasivo, y tornarse activo, para que a través de sus políticas 
ellas se puedan atender. Surge así la noción de prestaciones a cargo del 
Estado y a favor de los ciudadanos,  la técnica administrativa de los servicios 
públicos para cumplir esa misión, y la idea de que existen derechos que 
consisten en exigir del Estado, que se erigen en verdaderos créditos contra 
este.24      
 
Con base en estas prerrogativas, se elevo la necesidad de conservar dichas 
libertades y derechos en el contrato de concesión que de forma clara plantea 
que se regulen en esta explotación de los juegos de apuestas y azar que en las 
propuestas que se realicen en el proceso licitatorio que  se aseguren beneficios 
a los colocadores de los juegos de apuestas y azar. Esto sobre la base de 
puntos claros como Atención a la niñez: Hogares comunitarios y/o 
                                                          
23 Libertés publiques, Editions Monschrestien, Paris, 1971, pág. 14 
24 Jaime Vidal Perdomo, Derecho Constitucional General, Editorial Universidad Externado de 
Colombia. Tercera Edición. Bogotá 1988 
 







empresariales; brigadas de alimentación, salud, subsidios y convenios con 
entidades financieras para otorgar créditos, recreación, educación: capacitación 
formal y no formal, claro que estos beneficios varían de una zona u otra como 
por ejemplo en algunas zonas se les puede asegurar la solución de vivienda 
como el caso de la empresa de apuestas de Sucre, pero en general son los 
beneficios que con el contrato de concesión se le asegura al trabajador y que a 
la postre es lo que en esos cinco (5) años que es la duración del mismo debe 
corresponder con esa parte activa que el Estado debe tener, en este caso por 
intermedio de una explotación económica especial y legamente otorgada. 
 
 
Deslegitimación de la naturaleza del derecho laboral. 
 
En Colombia como todos bien sabemos y se explicó en el capitulo anterior, el 
mercado de juegos de azar es de propiedad exclusiva del Estado, siendo 
administrado con el fin de obtener recursos para la financiación de los servicios 
de salud públicos, en este aspecto se trata de la salvaguarda como principio 
fundamental del derecho a la salud, que pese a ser un principio importante en la 
constitución de 1936 no se vislumbró y en la de 1886 se le revistió de 
seguridad, solo en la Constitución de 1991 se consagra de manera directa en 
su artículo 44 (derechos fundamentales de los niños) articulo 48 (derecho a la 
seguridad social) 25elevado a rango fundamental por innumerables fallos de 
nuestra Honorable Corte Constitucional y reforzado por la obligación de 
garantizarlos por la misma carta magna en su artículo 49. 
 
                                                          
25 Constitución Política de Colombia. 1991. 
 







Debido a esto y muchas razones de índole económico, en este aspecto de la 
explotación del monopolio de los juegos de apuestas y de azar queda un tanto 
relegado el derecho fundamental al trabajo también constitucional, sobre todo 
porque cada empresa coloca su personal durante el tiempo que permanezca 
dicha concesión, le asegura los beneficios y en algunas veces se los otorga y 
en otras no, sin embargo, cuando finaliza dicha concesión y si la licitación no es 
nuevamente obtenida por la empresa apostadora, se lleva consigo ese acto 
administrativo estatal que ya no existe, a la postre todos los derechos laborales 
que se pudieron obtener durante la entrada en vigencia de ese contrato de 
concesión. 
 
Este es el tema central de este trabajo, el cual debe responder no solo al 
análisis de esta precaria situación, sino es la respuesta a una propuesta 
normativa que debe existir para que esta deslegitimación de la naturaleza del 
derecho laboral no se lleve a cabo en la práctica, la cual se podría establecer 
brindando no solo garantías de beneficencia para los mismos sino pólizas de 
seguridad que le aseguren a los vinculados un futuro cierto en el evento en que 
no se llegue a renovar dicho contrato estatal. 
 
Cada gobierno departamental es encargado por el nacional para administrar el 
juego en sus municipios; con una duración no mayor de cinco años, en la 
mayoría de las veces de conformidad a estudios realizados por el DANE se 
observa que cada empresa privadas que adquiere los derechos de explotación 
limitados a la jurisdicción en la que licitaron, elabora o forma una beneficencia, 
fundación o empresas que se dediquen al sostenimiento y cumplimiento de la 
parte social antes dicha, esto teniendo en cuenta que la empresa privada debe 
 







entregar las transferencias (porcentaje de las ventas) a dicha institución para 
que los recursos sean destinados a lo dispuesto por la ley.   
 
En aras de tener mayor ilustración sobre el tema,  la actividad se refiere 
básicamente a que “…Las empresas de Apuestas Permanentes tienen dos 
productos autorizados que son el Chance normal con el 96% de las ventas y el 
Doble Chance que representa el 4%. 
 El chance normal tiene diferentes modalidades dependiendo de la 
cantidad de dígitos que conformen el número apostado, tales como: 
o De cuatro cifras: El premio pagado es de $4.500 por cada peso 
apostado. 
o De tres cifras: El premio pagado es de $400 por cada peso 
apostado. 
o De dos cifras: El premio pagado es de $50 por cada peso 
apostado. 
o De una cifra: El premio pagado es de $5 por cada peso apostado. 
 El Doble Chance maneja dos modalidades: 
o Opción con tres cifras: Se seleccionan 5 números de tres cifras y 
se escogen dos loterías, el monto de la apuesta debe ser entre 
$500 y $1.500. El premio pagado es de $30.000.000 o su 
proporción, de acuerdo con el monto de la apuesta. 
o Opción con cuatro cifras: Se seleccionan 5 números de cuatro 
cifras y se escogen dos loterías, el monto de la apuesta es fijo por 
 







un valor de $1.500. El premio pagado es hasta de 
$500.000.000…”26 
 
Son todas estas las modalidades de apuestas que cada empresa debe manejar 
a través de agencias que son igualmente aprobadas por la empresa 
interventora estatal y que es la manera como ejercen sus funciones esos 












                                                          
26 Ensayo emitido por la  SOCIEDAD COLOMBIANA DE JUEGOS Y APUESTAS S.A. BURKENROAD 
REPORT* Burkenroad Report LUIS BERGGRUN PRECIADO, JULIÁN ESTEBAN GARCÍA, AMALIA 
ANDREA GRANDE, PAOLA ANDREA TORRES. Este reporte Burkenroad fue preparado como trabajo 
de grado en la Especialización en Finanzas. Promoción 29, febrero 2007.  
 










El contrato de concesión 
 
La Ley 80 de 1993 en su artículo 32, numeral 4, define el contrato de concesión 
de la siguiente manera: 
 
“Son contratos de concesión los que celebran las entidades estatales con el 
objeto de otorgar a una persona llamada concesionario, la prestación, 
operación, explotación, organización o gestión total o parcial, de un servicio 
público o la construcción, explotación o conservación total o parcial de una obra 
o bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas actividades 
necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o servicio 
por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la entidad 
concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en derechos, 
tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la 
explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual, y en general, 
en cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden”27. 
 
                                                          
27 Ley 80 de 1993, art. 4, núm., 3. 
 







Este contrato se debe formalizar mediante documento público o privado, siendo 
los sujetos del mismo el concedente, que es la persona entidad o empresa 
dueña, propietaria del producto, servicio o marca, patente, etc.; y el 
concesionario que viene a ser la persona, entidad o empresa que explota por 
cuenta el producto. 
 
Como todos conocemos claramente las características de un contrato de 
concesión como lo son su concensualidad, su bilateralidad, observando de esta 
última, la reciprocidad de las obligaciones que dé el derivan; porque cada una 
de las partes que en el intervienen, desempeñan a la vez, los papeles de 
deudora y de acreedora de la otra”28 
 
De tracto sucesivo, oneroso,  Que lo uno se mire como lo equivalente de lo otro, 
es una deseable posibilidad pero no necesariamente una realidad esencial.29 
 
Es intuito personal: el concesionario no puede ceder, ni transferir la concesión 
sin autorización de la entidad concedente.30 
                                                          
28 Ospina Fernández, Guillermo. “Teoría General del Negocio Jurídico”, Quinta edición, Bogotá D.C.  
Temis, 1998, pág. 59. 
29
 Mutis Vanegas, Andrés y Quintero Munera, Andrés. “La contratación estatal: análisis y perspectivas”. 
Pontificia Universidad Javeriana, Bogotá, 2000, pág. 317. 
 







Es solemne: el contrato de concesión debe constar por escrito por mandato del 
artículo 39 de la Ley 80 que señala la forma del contrato estatal: 
“…Los contratos que celebren las entidades estatales 
Constaran por escrito y no requerirán ser elevados 
A escrita pública, con excepción de aquellos que 
Implican mutación de dominio o imposición de gravámenes 
 Y servidumbre sobre bienes inmuebles y, 
En general, aquellos que conforme a las normas 
Legales vigentes, deban cumplir con dicha formalidad”31. 
 
De todas las anteriores características, le podemos sumar la disposición de 
especialidad con respecto a sus efectos que se le imprimen con respecto a la 
duración, ejecución y vigilancia. Entra entonces la parte privada a ser 
intervenida y revisada por el Estado propiamente en aras que las características 
del mismo y los fines por los cuales fue suscrito no se desdibujen ni se pierdan 
en el tiempo, ni mucho menos en el decrecimiento del erario público. 
 
  
                                                                                                                                                                           
30 El articulo 41, inciso 3° de la Ley 80, señala “Los contratos estatales son intuito peronae y, en 
consecuencia, una vez celebrados no podrán cederse sin previa autorización escrita de la entidad 
contratante”. 
31 Artículo 39 de la ley 80 de 1983. Antigua ley de contratación, hoy se encuentra vigente la ley 734 
de 2012 sobre contratación la cual establece con respecto a este punto 
 







“…Hablar de las modalidades de contratos con base en la Ley  80 de 1993, es 
darle un nuevo esquema, una nueva definición. Si recordamos los estatutos 
anteriores el decreto 150 de 1976 ubicación en cuanto  la clasificación era 
totalmente diferente, en efecto, en esa época las disposiciones utilizaban la 
tesis enumerativa. A raíz de la adopción que tomo la Ley 80 de 1993 con la 
posición civilista específicamente con fundamento en su artículo 13 a los 
contratos hoy día se les adapta según las coyunturas, a las normas civiles y 
comerciales... 
 
…Entonces la clasificación ya no es enumerativa sino enunciativa; significa esto 
que todos los contratos podrán ser estatales en la medida en que el Estado 
haga presencia en el negocio jurídico, de tal suerte que el hecho de que el 
Estado haga presencia le da calificación de contrato estatal; por eso cuando el 
articulo 32 en el epígrafe habla de que son contratos estatales entre otros, no 
mencionó sino cinco (5) y dejo de mencionar unos que son importantes y, 
vamos a empezar por esos...32”. 
 
“…Quiere decir que es factible y así ha ocurrido, que el Estado Colombiano ha 
considerado que es viable y aceptable jurídicamente CONCESIONAR otras 
actividades, tales como  las referidas  aeropuertos, parques nacionales, zonas 




                                                          
32 Diego Caicedo Lara. El régimen de las concesiones y sus modalidades de contratación en 
Colombia. Editorial SIC.  Bucaramanga. 2010.   
 







“…Ahora bien, describiré de manera sucinta las modalidades del contrato de 
concesión en Colombia, a saber: 
1. CONCESION SIMPLE: Cuando una persona natural o jurídica, asume 
por autorización del Gobierno la facultad de explotar una determinada 
actividad, o realizar una obra, o gestionar a prestación de servicios etc., 
cualquier tipo de actividad y recibe la contraprestación autorizada. Hay 
concesión simple cuando un particular, empresario asume con 
exclusividad los riesgos y beneficios que pueda asumir de acuerdo a sus 
prestaciones. 
 
2. CONCESION INTERESADA: Mediante esta clase de concesión o 
gestión, es aquella mediante la cual la Administración pública o entidad 
estatal es quien explota directamente el servicio aunque contrata con una 
empresa la gestión de ella, retribuyéndole a esta empresa su 
participación con un porcentaje o con una retribución acordada. 
 
 
3. CONCIERTO CONCESIONAL: Mediante esta fórmula de gestión de 
duración limitada en el tiempo (5, 10 años) u particular se compromete a 
desarrollar una serie de prestaciones (ejemplo asume la prestación del 
servicio de acueducto) o actividades con sus propios medios o recursos, 
para prestar el servicio público y acuerdan con la Entidad unas 
condiciones especiales en cuanto a responsabilidad y prestaciones. 
 
4. CONCESION MEDIANTE CONSTITUCION DE SOCIEDAD DE 
ECONOMIA MIXTA: Mediante esta forma de gestión, la Entidad crea o 
contrata con una sociedad de economía mixta, en donde se señalan las 
 







atribuciones, se señalan las condiciones, se señala el reglamento de 
participación en el contrato social, elevado a escritura pública…”33.    
 
Es siempre una entidad estatal cumpliendo una función administrativa con la 
posibilidad de otorgar la concesión de acuerdo con la competencia que le ha 
otorgado la ley. 
 
Como partes constitutivas del mismo, podemos encontrar la ENTIDAD 
CONCEDENTE: que es la que otorga la concesión de una actividad propia, que 
por circunstancias económicas, o técnicas no puede ejecutar, ni hacer que por 
mandato directo otro la ejecute por ella. 
 
Y un CONTRATISTA CONCESIONARIO: es el empresario que por su cuenta y 
riesgo se obliga con la entidad concedente a construir, mantener, operar, 
gestionar o simplemente construir y conservar las actividades concedidas.  La 
obligación que asume el concesionario, puede ser una o varias de las 
actividades antes mencionadas. 
 
Con respecto a las obligaciones del cedente y cesionario, podemos concluir que 
el contrato de concesión en nuestro ordenamiento jurídico tiene unas 
                                                          
33 Ibídem Pág. 40 – 41  
 







características propias que lo diferencian de los demás contratos, y que tiene su 
finalidad en la capacidad que tiene el Estado para realizar contrataciones con 
personas jurídicas o naturales según constitucional. 
 
El contrato de concesión para la explotación de juegos de apuestas y de 
azar. 
 
En este punto, analizaremos el papel que cumple el contrato de concesión en la 
explotación de los juegos de apuestas y en este entendido debemos precisar 
que la finalidad de la explotación de los juegos de azar cumple con un fin social 
establecido por la Constitución Política en su artículo 336, inciso 1° “Ningún 
monopolio podrá establecerse sino como arbitrio rentístico, con una finalidad de 
interés público o social y en virtud de la ley...”34, como ya se dijo. 
 
Así las cosas, analizaremos estructuralmente el mismo, precisando lo siguiente: 
Los juegos de suerte y azar son definidos como aquellos en los cuales el 
jugador efectúa una apuesta o paga a un operador por el derecho a participar 
en un juego cuyos resultados no son previsibles por estar determinados por la 
suerte, el azar o la casualidad, con la perspectiva de ganar un premio si acierta.   
                                                          
34 Constitución Política de Colombia. 1991. 
 








En ese sentido, la Constitución Política de Colombia consagró en su artículo 
336 que los monopolios solo podrán establecerse como arbitrios rentísticos 
teniendo como finalidad el interés público o social, por lo que estableció los 
juegos de suerte y azar como un monopolio rentístico, cuyas ganancias son 
destinadas a financiar los servicios de salud.  A su vez, la Ley 643 de 2001 
definió el monopolio como aquella facultad exclusiva del Estado para explotar, 
administrar, operar, regular y controlar las distintas modalidades de juegos de 
suerte y azar, y reforzó su destinación al sector salud. 
 
El tema de los derechos de explotación de los juegos rentísticos encuentran su 
razón de ser en la necesidad de proteger a una población vulnerable de la 
sociedad.  Por tanto, los recursos obtenidos por la explotación del monopolio de 
los juegos de suerte y azar están dirigidos primordialmente a la contratación de 
servicios de salud para la población afiliada al régimen subsidiado o para la 
vinculación al mismo, y en menor proporción a investigación en salud y atención 
de población vulnerable –adultos mayores, discapacitados y menores de edad-.  
En todo caso, las entidades públicas o privadas operadoras de dichos juegos 
son objeto de evaluación periódica por parte del Ministerio de la Protección 
Social, con base en criterios de rentabilidad y de sus transferencias afectivas 
destinadas a los servicios de salud. 
 







Podemos determinar que el estado tiene la facultad de explotar, administrar, 
operar, controlar, fiscalizar, regular y vigilar todas las modalidad así como 
establecer las condiciones para su operación, por parte de los particulares y 
teniendo su marco jurídico en el artículo 336 C.P.; la Ley 643 de 2001, el cual 
fija el régimen propio del monopolio rentístico; amprado en los siguientes 
principios: 
- Finalidad social prevalente: se refiere a que todo juego de suerte y azar 
debe contribuir eficazmente con  la finalización del servicio público de 
salud, de sus obligaciones prestacionales y pensionales. 
 
- Transparencia: determina que el ejercicio de la facultad monopolística se 
orientará a garantizar que la operación de los juegos de suerte y azar, 
esté exenta de fraudes, vicios o intervenciones tendientes a alterar la 
probabilidad de acertar o a sustraerla del azar. 
 
- Racionalidad económica en la operación: hace referencia a que toda la 
operación de juegos de suerte y azar se debe realizar por las entidades 
estatales competentes, por particulares legalmente autorizados, o por 
intermedio de sociedades organizadas como empresas especializadas, 
con arreglo a criterios de racionalidad económica y eficiencia 
administrativa, que garanticen la rentabilidad y productividad necesarias 
para el cabal cumplimiento de la finalidad pública y social del monopolio. 
 








- Vinculación de la renta a los servicios de salud: indica que todas las 
actividades que se realicen en ejercicio del monopolio, deben tener 
presente que con ellas se financian los servicios de salud, pues esa es la 
razón esencial del monopolio. 
 
De lo anterior colegimos, que para que se ejerza la facultad del Estado para 
explotar los juegos de apuestas, deben cumplir el deber constitucional 
enmarcado en el art. 2 de la Constitución Política, en lo referente a los fines del 
Estado en cuanto a servir a la comunidad y promover el bien general ante el 
particular, situación que como bien sabemos en nuestro país poco se aplica por 















La explotación del monopolio rentístico, puerta abierta hacia la protección 
de los derechos fundamentales laborales. 
 
En el acápite anterior analizábamos las facultades otorgadas al Estado para la 
explotación del monopolio rentístico de los juegos de apuestas, tomando como 
punto de partida el artículo 336 de la Constitución Política.  Sin embargo, pese a 
existir el planteamiento jurídico en la Carta Suprema de que este monopolio 
rentístico está encaminado a la protección del derecho fundamental a la salud, 
pues sus dividendos son utilizados para el noble fin de proteger este derecho; 
es la misma Constitución Política quien protege los derechos fundamentales 
laborales cuando en el artículo 336 inciso 2 reza “La ley que establezca un 
monopolio no podrá aplicarse antes de que haya sido plenamente 
indemnizados los individuos que en virtud de ella deban quedar privados de un 
ejercicio de una actividad económica licita”, y concluye al final “en cualquier 
caso se respetaran los derechos adquiridos por los trabajadores”35 
 
Esto para determinar que la Constitución Política es clara en enfatizar que 
deben protegerse los derechos fundamentales de los trabajadores bajo 
cualquier circunstancia, toda vez que es la misma la que dedica gran parte de 
su articulado a la protección de los derechos fundamentales del hombre, los 
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cuales constituyen para los ciudadanos una garantía donde el sistema jurídico y 
político orientará hacia el respeto y promoción de la persona humana en su 
derecho fundamental al trabajo,36 descritos en el capítulo 5 de la Constitución, 
en su artículo 25. 
 
Entonces tenemos que es el Estado quien ostenta la explotación del monopolio 
rentístico de los juegos de apuestas, pero es también el Estado quien debe 
proteger a todos los ciudadanos en sus derechos fundamentales. 
 
Los derechos  que poseen gran importancia en un Estado social y democrático 
de derecho, que desde el preámbulo de su carta política, ubica como uno de los 
fines de la misma, el derecho al trabajo. “Y no obstante asistir a un proceso de 
aceleración de las economías mundiales, caracterizadas por la globalización y 
el neoliberalismo, han sido importantes los esfuerzos encaminados a proteger 
los derechos de los trabajadores”37, pues gozan no solo de protección 
constitucional, sino de protección internacional, entonces podemos concluir que 
el Estado como garante de todos los derechos fundamentales del hombre en 
ninguna circunstancia, podrá vulnerar los derechos laborales, pese a existir un 
mandato constitucional en el art. 336 de ejercer el monopolio rentístico, en 
                                                          
36 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-475/97, Pág. 525. 
37 Revista de Derecho, Universidad del Norte, 2004, Pág. 22. 
 













Naturaleza del Pliego de condiciones 
 
Como todos bien conocemos, cuando se establece por parte del Estado un 
pliego de condiciones que sustenta la manera sobre  cómo y con qué hay que 
hacer realidad los proyectos de obras y servicios que se contratan. En este 
punto entraríamos a analizar brevemente si con la intervención de un particular 
que también establece condiciones las cuales se pueden establecer por medio 
de adendas, tendría este el carácter meramente público. 
 
“Jezè señaló que eran contratos administrativos aquellos celebrados para 
asegurar el funcionamiento de un servicio público y sometidos a reglas 
especiales en materia de competencia (pues deben ser concluidos por un 
agente publico competente) y motivados (no pueden concluirse sino tienen en 
cuenta el interés general)”38 interés que a nuestro entender debe responder no 
solo a los intervinientes en el asunto de manera directa sino también a los que 
participan del proceso de forma indirecta (los colocadores). 
 
                                                          
38 Jezè, G., Principios generales del derecho administrativo. T III, El funcionamiento de los servicios 
públicos. Pág. 325 
 







“Entre tanto, la ley de la jurisdicción de lo contencioso administrativo otorgaba el 
conocimiento de los conflictos relacionados con los contratos públicos a la 
jurisdicción contencioso administrativa por un criterio meramente subjetivo, 
fundado en la intervención en estos de una administración pública”39 
 
Es por ello que “El interés público tiene diversas manifestaciones en los 
contratos públicos que los diferencian de aquellos de naturaleza meramente 
privada”40 de tal manera que aunque medie la voluntad de un particular este 
contrato de concesión que se deriva del establecimiento de un pliego de 
condiciones específicos no es de naturaleza privada sino administrativo. 
 
Hechas esas aclaraciones necesarias, se analizan también las novedades que 
con respecto al mismo trae consigo la aplicación de la normatividad a aplicar. 
La nueva ley de contratación (ley 734 de 2012) en su articulo 2.2.5° establece 
“Publicidad del procedimiento en  el Secop.  La  entidad  contratante  será 
responsable de garantizar la publicidad de todos los procedimientos y actos 
asociados a los procesos de contratación, salvo los asuntos expresamente 
sometidos a reserva. La  publicidad  a  que  se  refiere  este  artículo  se  hará  
en  el  Sistema  Electrónico  para  la Contratación  Pública  (Secop)”41  y 
además como ya se dijo la normatividad aplicable es toda la referente a los 
Decretos reglamentarios el 1350 de 2003, 3535 de 2005, 4643 de 2005, 
Decreto 4867 de 2008, decreto 4828 de 2008 y así como las normas que la 
                                                          
39 García de Enterría, E, “La figura del contrato administrativo” en: RAP. Núm. 41, Instituto de 
estudios políticos, 1963, pág. 102; Boquera Oliver, J.M., “los contratos de la administración pública 
de 1950 hasta hoy” en RAP: núm. 150 p- 16. 
40 Carlos Guillermo castro Cuenca, Luisa Fernanda García López, Juan Ramón Martínez Vargas, “La 
contratación estatal: Teoría general perspectiva comparada y regulación internacional” Universidad 
del Rosario. Colección Textos de Jurisprudencia Bogotá, 2010. 
41 Esta novedad traída por la Ley 734 de 2012, conlleva que todo lo que se establezca con respecto a 
los pliegos de condiciones de todos los contratos de carácter público se deben registrar en este 
sistema, situación que no acontecía con la Ley 80 de 1993. 
 







modifiquen, deroguen o adicionen; Ley 850 de 2003, la Resolución 1270 de 
2003 del Ministerio de la Protección Social, Circular No. 047 de noviembre 30 
de 2007, modificada por la Circular 049 de abril 02 de 2008 y Circular 050 de 
Septiembre 29 de 2008, expedidas por la Superintendencia Nacional de Salud, 
todas estas previamente estipuladas en dichos pliegos. 
 
Por otro lado,  Si bien un contrato nace con su celebración formal (la firma), los 
actos previos están revestidos de legalidad, incluso pueden tener efectos 
jurídicos en caso de incumplimiento como sucede con el periodo precontractual 
cuando ha mediado una convocatoria y publicación de pliegos tanto en el sector 
público como en el privado, por eso es que el Código de Comercio en su 
artículo 863 establece lo siguiente: 
 
“Buena fe en el periodo precontractual. Las partes deberán proceder de buena 
fue exenta de culpa en el período precontractual, so pena de indemnizar los 
perjuicios que se causen.”42 
 
Esta situación se aplica para la empresa privada que decide optar por el 
mecanismo de pliegos de condiciones para contratar, pero en este caso en 
particular, las indemnizaciones se deberán demostrar con el incumplimiento de 
la interventora estatal que en la explotación del monopolio del juego de 
apuestas y azar, ocurre en pocas ocasiones. 
 
                                                          
42 Código de Comercio Colombiano. Articulo 863. 
 







Esto debido a que en este aspecto la licitación Pública., está consagrada en el 
inciso 2º del Artículo 22 de la Ley 643 de 2001, al señalar: “Sólo se podrá 
operar el juego de apuestas permanentes o chance, a través de terceros 
seleccionados mediante licitación pública, y por un plazo de cinco (5) años”. Y 
el inciso 2º del artículo 25 de la misma Ley, el cual establece igualmente que: 
“Sólo se podrá operar el juego de apuestas permanentes o chance, a través de 
terceros seleccionados mediante licitación pública, y por un plazo de cinco (5) 
años”43. 
 
Dejando claridad en que no se trata de un contrato de voluntades privado y que 
se maneja y controla directamente por el Estado, esta situación de podría 
asemejar a los sistemas de descentralización y en algunas ocasiones de 
colaboración que en otrora trae por ejemplo los detentadores de lo público por 
ejemplo adentrándonos en “el principio de colaboración entre los diferentes 
órganos o ramas del poder público. Esta evolución consistió en que 
concomitantemente con el reconocimiento de la idea de un solo poder, dividió 
en tres órganos o ramas, el principio de la separación fue atenúa con la 
consideración de que ella no podía ser absoluta, como algunos habían 
interpretado originalmente a MONTESQUIEU, a pesar de que él mismo 
expresaba algunas ideas de colaboración entre los poderes, sino que, 
tratándose de un solo poder, sus partes debían estar relacionadas y 
colaborarse entre sí en la búsqueda de los intereses comunes del Estado”44 
interés en este caso reflejado en los dividendos para la salud. 
 
                                                          
43 Ley 643 de 2001 
44 Este comentario lo hace el Doctor Libardo Rodríguez en referencia a MONTESQUIEU de dicha 
afirmación hecha ob. Cit., pág. 113 y de la obra Estructura del Poder Público en Colombia.  Editorial 
Temis. Decima Edición. Bogotá. 2006. Pag.4. 
 







Como bien sabemos, cuando un ejercicio de poder que enmarca la delimitación 
especifica de una actividad en particular de carácter estatal, en este caso se 
tendría que hacer referencia a los controles que se le deben ejercer a ese poder 
para que sea legitimo y asegure los intereses y bienestar general. Para ello, 
podremos referirnos en el aspecto administrativo a los controles jerárquicos y 
que se refiere a las entidades que ejercen la misma desde el ámbito central y 
control de tutela cuando es descentralizado, como ese último caso que se 
estaría enmarcando en cada departamento que posee dicha vigilancia para 
cada empresa de apuestas en particular. 
 
Sin embargo, la doctrina administrativa con fundamento en la ley, trae como 
corolario el concepto que unifica estos dos tipos de controles el de tutela y el 
jerárquico como “control administrativo45” del cual se hace referencia pero en la 
práctica se visualizan son los anteriores de manera particular e individual. 
 
 
                                                          











APUESTAS PERMANENTES O CHANCE: Es una modalidad de juego de 
suerte y azar en la cual el jugador, en formulario oficial, en forma manual o 
sistematizada, indica el valor de su apuesta y escoge un número de no más de 
cuatro (4) cifras, de manera que si su número coincide, según las reglas 
predeterminadas, con el resultado del premio mayor de la lotería o juego 
autorizado para el efecto, gana un premio en dinero, de acuerdo con un plan de 
premios predefinido y autorizado por el Gobierno Nacional mediante decreto 
reglamentario. 
 
AGENCIA: Es el establecimiento de comercio previamente autorizado por la 
empresa privada, en el que bajo la dependencia y responsabilidad del 
Concesionario, se colocan apuestas permanentes o chance por medio de uno o 
varios puntos de venta. 
 
APUESTA: Es el valor pagado por el apostador, sin incluir el valor del impuesto 
sobre las ventas, registrado en el formulario oficial que da derecho a participar 
en el juego de apuestas permanentes o chance. 
 






COLOCADORES DEL JUEGO DE APUESTAS PERMANENTES O CHANCE: 
Los colocadores de apuestas en el juego de apuestas permanentes o chance, 
son las personas naturales que actuarán como vendedores y pueden ser 
dependientes o independientes. 
 
FORMULARIO ÚNICO DE APUESTAS PERMANENTES O CHANCE: Es un 
documento al portador, emitido y vendido por la empresa concedente al 
Concesionario, en el cual se registran las apuestas en forma manual o 
sistematizada. 
 
OPERADOR DE APUESTAS PERMANENTES O CHANCE: Es el 
concesionario que en virtud de un contrato de concesión, coloca en forma 
directa o indirecta el juego de apuestas permanentes o chance. 
 
APUESTA EN LÍNEA Y EN TIEMPO REAL: Es el procedimiento informático y 
tecnológico en virtud del cual, una apuesta colocada en un punto de venta fijo o 
móvil a través del mecanismo sistematizado de operación de apuestas 
permanentes o chance inmediatamente registrada, se reporta a un equipo de 
cómputo o terminal, en tiempo real. 
 
 PUNTO DE VENTA FIJO: Es el local, módulo o caseta destinada por el 
CONCESIONARIO para la colocación de las apuestas permanentes o chance, 
mediante el diligenciamiento de los formularios oficiales correspondiente. 
 
PUNTO DE VENTA MÓVIL: Son los dispositivos de comunicación móvil 
operados previo anuncio a la EMPRESA CEDENTE, por una persona 






dependiente del CONCESIONARIO y bajo su responsabilidad, a través de los 
cuales éste opera el juego de apuestas permanentes o chance en una localidad 
determinada dentro del Distrito de Cartagena  y demás municipios del 
Departamento de Bolívar. 
 
APUESTA EN BATCH:  Es el procedimiento informático y tecnológico en virtud 
del cual, una apuesta colocada en un punto de venta fijo o móvil a través del 
mecanismo sistematizado de operación de apuestas permanentes o chance, 
debe conectarse con un equipo de computo o terminal para descargar la venta 
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